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A partir de hoy 14 de marzo de 2022, quedan las diligencias en secrétaria a'
disposición de quien interpuso recurso de reposición contra,<iáv providencia del
PRIMERO (1) de MARZO de DOS MIL VEINTIDOS (2022),fpor eixtérmino de dos
(2) días de conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 in^ciso 2° del C.P.P. Vence el
dia 15 de marzo de 2022. \ \\

Vencido el término del traslado, SI NO sé presentó, sustentación del
recurso. "v-- \

EL SECRETARIO

V
10 NEL TORRES QUINTERO

NUR <73001-31-07.001-2004-00198-00
Ubicación 115031-20.

Condenado CARLOS ALBERTO SANCHEZ RIAÑO
C.C #'79364609

CONSTANCIA TRASLADO REPOSICIÓN

A partir de hoy 16 de Marzo de 2022, quedan las diligencias en secretaria a
disposición de los demás sujetos procesales por por el término de dos (2) días de
conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° del C.P.P. Vence el 17 de
Marzo de 2022.

Vencido el término del traslado, SI Q NO se presentó escrito.

EL SECRETARIO

LIO NEL TORRES QUINTERO
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO VEINTE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y

MEDIDAS DE SEGURIDAD

Bogotá, D. C., primero (1) de marzo de dos mil veintidós (2022)

ASUNTO A TRATAR

Se encuentran las diligencias al Despacho con el fin de emitir pronunciamiento en torno a la eventual
concesión del subrogado de la LIBERTAD CONDICIONAL conforme lo peticionado por el
sentenciado CARLOS ALBERTO SANCHEZ RIAÑO.

1.- ANTECEDENTES PROCESALES

1.1." Mediante sentencia de fecha 13 de octubre de 2006, el Juzgado Primero Penal del Circuito
EspeciaHzado de n?agué-Tolima condenó a CARLOS ALBERTO SANCHEZ RIAÑO a la pena
principal de 30 ANOS DE PRISIÓN y multa equivalente a 150 s.m.l.m.v., a la interdicción para el
ejercicio de derechos y fimciones públicas por el lapso de 10 años, por haber sido hallado responsable
del punible de Secuestro Extorsivo Agravado en Concurso con doble Secuestro Simple, Fabricación
Tráfico de Armas de Fuego o Mimiciones y Hurto Calificado Agravado, negándosele el beneficio de
la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria.

1.2.- Por los hechos materia de condena, el sentenciado permanece privado de su libertad desde el
día 25 de abril de 2008.

1.3- Durante la fase de la ejecución de la pena, se ha efectuado el reconocimiento de la redención de
pena así:

PROVIDENCIA REDENCION

10 de julio de 2012 (Jdo 11 EPMS) 11 meses -27 días

17 de octubre de 2013 (Jdo 11 EPMS) 04 meses - 19.25 días

25 de abril de 2014 (Jdo 11 EPMS) 01 meses -27 días

28 dejulio de 2014 (Jdo 11 EPMS) 00 meses - 24 días

3 de diciembre de 2014 (Jdo 11 EPMS) 00 meses -27 días

27 de marzo de 2015 (Jdo 11 EPMS) 00 meses - 28 días

27 de julio de 2015 (Jdo 11 EPMS) 01 meses - 22 días

23 de diciembre de 2015 (Jdo 11 EPMS) 00 meses - 25 días

13 de abril de 2016 (Jdo 11 EPMS) 01 meses - 25 días

6 de octubre de 2016 00 meses -23.5 días

9 de diciembre de 2016 00 meses - 27.5 días

12 de mayo de 2017 00 meses - 25.5 días

25 de agosto de 2017 00 meses -19 días

25 de enero de 2018 03 meses -21 días

21 de agosto de 2018 02 meses - 25.5 días

30 de enero de 2019 01 mes - 6.5 días

12 de julio de 2019 01 mes - 23.5 días

16 de abril de 2020 03 meses -21 días

23 de julio de 2021 04 meses - 28.5 días

14 de septiembre de 2021 03 meses -20.5 días

TOTAL 35 MESES-466.25 DÍAS

2.- DE LA PETICIÓN.

El sentenciado pretende a su favor la concesión del subrogado de la Hbertad condicional al
considerar que ciraiple con los requisitos para su otorgamiento.
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3." DE LA LIBERTAD CONDICIONAL

El artículo 471 del C. de P.P., impone que a la solicitud de libertad condicior^al debe adjuntarse la
resolución favorable - vigente - emitida por el director del reclusorio, el aval del consejo de
disciplina o en su defecto del director del establecimiento, copia de la cartilla biográfica -
debidamente actualizada -, y de los demás documentos que acrediten las exigencias previstas en el
C.P., requisitos estos que se erigen como presupuesto de procesabílidad para posibilitar al
funcionario ejecutor de la sanción el estudio de la petición del subrogado.

A su turno el artículo 64 del C.P. {Modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014), establece los
presupuestos sustanciales básicos para la concesión del subrogado, esto es, que el interno haya
descontado las tres quintas partes (3/5) de la pena impuesta (lo que se ha denominado factor
objetivo), y que el Juez pueda suponer fundadamente conforme el desempeño y comportamiento
observado en el reclusorio que no hay necesidad de continuar con la ejecución de la pena, amén de
que se encuentre debidamente demostrado el arraigo familiar y social del condenado.

En el presente astmto las tres quintas partes de la sanción equivalen a 216 MESES, dado que la pena
impuesta fue de 30 AÑOS de prisión, como se reseñó en el acápite de los antecedentes procesales. Si
se tiene en cuenta el lapso de privación de libertad, el condenado ha efectuado a la fecha tin
descuento físico de la siguiente manera:

2008 - - - 08 meses - 06 días

2009 - - - 12 meses - 00 días

2010--- 12 meses - 00 días

2011--- 12 meses - 00 días

2012 - - - 12 meses - 00 días

2013 - - - 12 meses - 00 días

2014 - - - 12 meses - 00 días

2015 - - - 12 meses - 00 días

2016--- 12 meses - 00 días

2017--- 12 meses - 00 días

2018--- 12 meses - 00 días

2019--- 12 meses - 00 días

2020 - - - 12 meses - 00 días

2021 - - - 12 meses - 00 días

2022 - - - 02 meses - 01 días

Total - -166 meses -07 días

Al anteriorguarismo se adiciona las redenciones de pena reconocidas (35 MESES - 466.25 DÍAS), por
lo que se totaliza como descuento de pena,216 MESES Y23.25 DÍAS, concluyéndose que satisface la
exigencia cuantitativa mínima prevista por el legislador para acceder al sustituto.

Ahora bien, el sustituto de la Hbertad condicional ha sufrido distintas modificaciones, en principio, la
Ley 599 de 2000, establecía, en el artículo 64: que "el juez concederá la libertad condicional al
condenado a pena privativa de la libertad, cuando haya cumplido las tres quintas partes de la
condena, siempre que de su buena conducta en el establecimiento carcelario pueda el Juez deducir,
motivadamente, que no existe necesidad para continuar con la ejecución de la pena. No podrá
negarse el beneficio de la libertad condicional atendiendo a las circimstancias y antecedentes tenidos
en cuenta para la dosificación de la pena. El período de prueba será el que falte para el cimiplimiento
total de la condena".

La Ley 890 de 2004^ modificó la Ley 599 de 2000 y señaló que el juez puede conceder la libertad
condicional al condenado a pena privativa de la libertad, siempre y cuando cumpla los siguientes

' Sepublicó en el diario oficial el 7 dejulio de2004, el artículo 15 dispuso queregiría a partir del1° deenero de2005, «con excepción de
los artículos 7" a 13», que entraron en vigencia en forma inmediata. "Libertad condicional. El juez podrá conceder la libertad
condicional al condenado a penaprivativa dela libertad previa valoración dela gravedad dela conducta vunible, cuando haya cumplido
las dos terceras partes de la penay su buena conducta durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer
fundadamente que no existe necesidad decontinuar la ejecución dela pena. En todo caso su concesión estarásupeditada al pago total de
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requisitos: 1) previa valoración de la gravedad de la conducta punible, 2) cuando haya cumplido las dos
terceras partes de la pena y, 3) su buena conducta durante el tratamiento penitenciario en el centro
de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la
pena. En todo caso su concesión estará supeditada al pago total de la multa y de la reparación a la
víctima.

Por su parte, la Ley 1453 de 2011,2 q^e modificó la Ley 890 de 2004, consagró que el juez podrá
conceder la libertad condicional al condenado a pena privativa de la libertad previa valoración de la
gravedad de la conducta punible, cuando haya cuinplido las dos terceras partes de la pena y su
buena conducta durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer
fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena. En todo caso, su
concesión estará supeditada al pago total de la multa y de la reparación a la víctima o se asegure el
pago de ambas mediante garantía personal, prendaria, bancaria o mediante acuerdo de pago.

Ahora, a pesar de la regulación normativa expuesta, resulta inescindible el estudio del artículo 64 en
consonancia con el artíctilo 68 A, el cual ha sido modificado por las Leyes 1142 de 2007,1453 de 2011,
1474 de 2011, y 1773 de 2016 en los que se indica, en forma expresa y concreta, los casos en los que no
hay lugar a beneficios y subrogados penales.

La norma aludida ha sido objeto de las siguientes modificaciones: La Ley 1142 de 20073, determinó
que no se concederán los subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de
libertad de suspensión condicional de la ejecución de la pena o libertad condicional; tampoco la
prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio o
subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración regulados por la ley,
siempre que esta sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada por delito doloso o
preterintencional dentro de los cinco (5) años anteriores. Esta norma fue modificada por la Ley 1453
de 2011,4 artículo 28, que adicionó la prohibición de los subrogados penales o mecanismos
sustitutivos a la persona que haya sido condenada por imo de los siguientes delitos: cohecho propio,
enriquecimiento ilícito de servidor público, estafa y abuso de confianza que recaigan sobre los bienes
del Estado, concusión, prevaricato por acción y por omisión, celebración de contrato sin el
cumplimiento de los requisitos legales, lavado de activos, utilización indebida de información
privilegiada, interés indebido en la celebración de contratos, violación del régimen de inhabilidades e
incompatibilidades, tráfico de influencias, peculado por apropiación y soborno transnacional.

El artículo 13 de la Ley 1474 de 2011^ consagró que no tendrán derecho a beneficios o subrogados
quienes hayan sido condenados por deHtos contra la Administración Pública, estafa y abuso de
confianza que recaigan sobre los bienes del Estado, utilización indebida de información privilegiada,
lavado de activos y soborno transnacional. Lo dispuesto en el presente artículo no se aplicará
respecto de la sustitución de la detención preventiva y de la sustitución de la ejecución de la pena en
los eventos contemplados en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 314de la Ley 906 de 2004, ni en
aquellos eventos en los cuales se aplique el principio de oportunidad, los preacuerdos, negociaciones
y el allanamiento a cargos. Posteriormente fue expedida la Ley 1773de 2016.

Adicional, en ese compendio normativo, debe tenerse en cuenta la Lev 40 de 1993, norma vigente
para la época en que se cometieron los ilícitos (28 de septiembre de 1996) donde se establecía que:

"DE LOS DELITOS EN PARTICULAR

ARTÍCULO lo. EL SECUESTRO EXTORSIVO. El que arrebate, sustraiga, retenga u oculte a una
persona con el propósito de exigir por su libertad un provecho o cualquier utilidad, o para que se haga u

la multa y de la reparación a la víctima. Mediante Sentencia C-194 de 2005, se declaró exequible la norma en el entendido de que
dicha valoración deberá atenerse a los términos en que fue evaluada la gravedad de la conducta en la sentencia
condenatoria por parte del juez de la causa".

2 Vigentea partir del 24 dejunio de 2011.
•3 Vigentea partir del 28 dejunio de 2007.

Vigentea partir del24 dejunio de 2011.
5 Vigente a partir del 12 dejulio de 2011.
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omita algo, o con fines publicitarios o de carácter político, incurrirá en prisión de veinticinco (25) a
cuarenta (40), años y multa de cien (100) a quinientos (500) salarios mínimos mensuales.

(...)
ARTÍCULO 15. EXCLUSIÓN DE BENEFICIOS YSUBROGADOS. Salvo lo dispuesto en el artículo
17 de este Estatuto, en el artículo 37 y la rebaja por confesión previstos en el Código de Procedimiento
Penal, los sindicados o condenados por los delitos de que trata esta ley no tendrán derecho a la
condena de ejecución condicional, libertad condicional ni a subrogados administrativos. En los casos del
delito de secuestro, no podrán otorgarse la suspensión de la detención preventiva ni de la condena" (negrilla
y subraya nuestra).

Posteriormente, se expidió la Ley 733 de 2002^, la cual estableció la exclusión de beneficios y
subrogados penales cuando se trate de delitos de terrorismo, secuestro, secuestro extorsivo,
extorsión, y conexos, no procederán las rebajas de pena por sentencia anticipada y confesión; ni se
concederán los subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de
condena de ejecución condicional o suspensión condicional de ejecución de la pena, o libertad
condicional. Tampoco a la prisión domicüiaria como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar a
ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por
colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que ésta sea efectiva.

Así mismo, el articulo 26 de la Ley 1121 de 20067 consagra que cuando se trate de delitos de
terrorismo, financiación de terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos, no procederán las
rebajas de pena por sentencia anticipada y confesión, ni se concederán subrogados penales o
mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional o
libertad condicional. Tampoco a la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar
ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por
colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que esta sea eficaz.

Entonces, el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, a efectos de conceder el subrogado
penal de libertad condicional, debe revisar si la conducta fue considerada como grave por el
legislador de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68A del Código Penal y los artículos 26 de
la Ley 1121 de 2006, y 1098 de 2006, si esto es posible, deberá verificar el Heno de los requisitos
objetivos como lo son el cumplimiento de la pena exigida por la ley y el certificado de buena
conducta en el sitio de reclusión exigido en el artículo 64 del Código Penal, lo anterior, teniendo en
cuenta la vigencia temporal de las normas que regulan el tema.

Ahora, resulta necesario en este pimto traer a colación lo referente con el principio de favorabilidad
penal; veamos: "por regla general, la ley penal rige para las conductas cometidas durante su
vigencia, sin embargo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de la Constitución Política y
el articiilo 6° del Código Penal. "En materia penal, la ley permisiva ofavorable, aun cuando sea posterior, se
aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable." Con sujeción a la preceptiva citada debe entenderse
que la vigencia de una norma se inicia con su promulgación y finaHza en el momento de su
derogatoria, ya sea porque son modificadas, o porque se suprimen de manera expresa. La excepción
opera entonces, cuando la nueva ley es más favorable que la anterior (retioactividad), o cuando la ley
anterior resulta más favorable que la posterior (ultractividad). De otía parte, el principio de
favorabilidad no solo opera frente a las normas sustantivas, sino también en materia procesal, así se
establece por el artíctdo 6° de la Ley 906 de 2004, en el que se consagra que la norma permisiva o
favorable, aun cuando sea posterior a la actuación, se aplicará de preferencia a la restrictiva o
desfavorable.

Frente al principio de favorabilidad en materia penal, nuestia Corte Suprema de Justicia - Sala de
Casación Penal - ha señalado que:

"la favorabilidad constituye una excepción al principio de irretroactividad de la ley, pudiéndose aplicar en
su desarrollo una ley posterior al hecho cometido (retroactividad) o prolongarle sus efectos más allá de su

5Artículo 11 vigencia de la ley a partir del 29 de enero de 2002.
7 Vigente desdeél 29 de diciembrede 2006.
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vigencia (ultractividad), siempre que en algún momento haya regido la actuación y que -desde luego- sea,
en uno u otro caso, más favorable al sindicado o condenado. (...) Así, en el caso de sucesión de leyes en el
tiempo, si la nueva ley es desfavorable en relación con la derogada, ésta será la que sesiga aplicando a todos
los hechos delictivos que se cometieron durante su vigencia, que es lo que la doctrina denomina
ultractividad dela ley.

La retroactividad, por el contrario, significa que cuando la nueva ley contiene previsiones más favorables
que las contempladas en la ley que deroga, la nueva ley se aplicará a los hechos delictivos ocurridos con
anterioridad a su vigencia.

Sobre este punto debe la Corte señalar que tratándose de la aplicación del principio de favorabilidad en
materia penal, no cabe hacer distinción entre normas sustantivas y normas procesales, pues el texto
constitucional noestablece diferencia alguna que permita un tratodiferente para las normas procesales"^

La jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que
para que se pueda aplicar el principio de favorabüidad deben concurrir: i) sucesión o simultaneidad
de dos o más leyes en el tiempo; ii) regulación de un mismo supuesto de hecho, pero que conlleva
consecuencias jurídicas distintas; y iii) permisibilidad de una disposición frente a la otia.

Cabe destacar que ante los cambios legislativos, específicamente con la expedición de la Ley 906 de
2004, se presentan distintas situaciones en las que, en atención a la vigencia territorial de la norma,
frente a ello: "... se ha precisado que: i) la puesta en marcha gradual del sistema acusatorio de acuerdo con el
programa de implantación previsto en el artículo 530 de la Ley 906 de 2004, condujo a una situación
particular, en la cual coexisten dos procedimientos distintos y excluyentes que se aplican en el país según la
fecha y lugar de comisión del delito: el establecido en la normativa anterior, a casos por conductas realizadas
antes del 1° de enero de 2005 o a partir de esta fecha en Distritos Judiciales donde no opere el sistema
acusatorio; y, el nuevo, para delitos cometidos a partir del 1° de enero de 2005 en los Distritos Judiciales
seleccionados para comenzar y gradualmente en los demás..."

Es de anotar que como los hechos de la sentencia ocurrieron el 28 de septiembre de 1996, existió la
transición de normas, pero en ninguna de ellas se produjo derogatoria, pues la jurisprudencia ha sido
clara en estipular que lo normado en el artículo 11 de la Ley 733 de 2002, con la entiada en vigencia
de las leyes 890 y 906 de 2004.

Continuando con el análisis de los demás requisitos normativos, tenemos que hasta la fecha el centro
carcelario, no ha remitido resolución favorable del sentenciado, tampoco fue acreditado por parte
del sentenciado SANCHEZ RIAÑO, el pago de los daños y perjuicios morales y materiales,
derivados del secuestro extorsivo recaído en las víctimas en el equivalente de 50 s.m.l.m.v. que
fueron impuestos en la sentencia y, no existe verificación de arraigo social y familiar del penado,
pues sólo aparece la afirmación de una dirección y un teléfono sin más documentos para
acreditación de este aspecto.

De otro lado, frente al presupuesto de corte subjetivo, de la normatividad invocada lo que surge es
que no es solamente el cumplimiento de las tres quintas partes de la pena, por parte del
sentenciado, para acceder automáticamente al mecanismo sustitutivo de la libertad condicional, sino
que adicionalmente es potestativa del juez su concesión, previa valoración de la conducta punible,
al igual que el adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el
centro de reclusión, que permitan suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la
ejecución de la pena.

Cabe anotar que la Corte Constitucional en sentencia C-194 de 2005 declaró exequible la expresión
"previa valoración de la gravedad de la conducta punible" contenida en el artículo 5° de la Ley 890
de 2004 y sobre el punto precisó:

"En los mismos términos, cuando la norma acusada dice que la libertad condicional podrá concederse previa
valoración de la gravedad de la conducta, no significa que el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de

8C-592 de 2005.
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Seguridad quede autorizado para valorar la gravedad de la conducta. Lo que la norma indica es que
dicho funcionario deberá tener en cuenta la gravedad del comportamiento punible, calificado y
valorado previamente en la sentencia condenatoria por el juez de conocimiento, como criterio
para conceder el subrogado penal.

Adicionalmente, el juicio que adelanta el Juez de Ejecución de Penas tiene una finalidad específica, cual es
la de establecer la necesidad de continuar con el tratamiento penitenciario a partir del comportamiento
carcelario del condenado. En este contexto, el estudio del Juez de Ejecución no se hace desde la perspectiva
de la responsabilidad penal del condenado -resuelta ya en la instancia correspondiente, ante el juez de
conocimiento- sino desde la necesidad de cumplir una pena ya impuesta. En el mismo sentido, el estudio
versa sobre hechos distintos a los quefueron objeto de reproche en la sentencia condenatoria, cuales son los
ocurridos conposterioridada la misma, vinculados conel comportamiento delsentenciado en reclusión.

Por ello, la pretendida triple coincidencia de elementos, que configurarían una agresión al principio del non
bis in ídem, se rompe como consecuencia de la ausencia de los dosúltimos, pues la segunda valoración no se
hace con fundamento en el mismo juicio ni sobre la base de los mismos hechos" (Negrillas fuera del
texto).

Posteriormente, la Corte Constitucional en decisión C-757 del 15 de octubre de 2014, concluyó que:

"48. En primer lugar es necesario concluir que una norma que exige que los jueces de ejecución de penas
valoren la conducta punible de las personas condenadas para decidir acerca de su libertad condicional es
exequible a la luz de los principios del non bis in ídem, del juez natural (C.P. art. 29) y de separación de
poderes (C.P. art. 113).

49. Por otra parte, dicha norma tampoco vulnera la prevalencia de los tratados de derechos humanos en el
orden interno (C.P. art. 93), pues no desconoce el deber del Estado de atender de manera primordial las
funciones de resocialización y prevención especial positiva de la pena privativas de la libertad (Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos art. 10.3 y Convención Americana de Derechos Humanos art.
5.6).

50. Sin embargo, sí se vulnera el principio de legalidad como elemento del debido proceso en materia penal,
cuando el legislador establece que los jueces de ejecución de penas deben valorar la conducta punible para
decidir sobre la libertad condicional sin darles los parámetros para ello. Por lo tanto, una norma que
exige que los jueces de ejecución de penas valoren la conducta punible de las personas
condenadas a penas privativas de su libertad para decidir acerca de su libertad condicional es
exequible, siempre y cuando la valoración tenga en cuenta todas las circunstancias, elementos y
consideraciones hechas por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o
desfavorables al otorgamiento de la libertad condicional.

51. Finalmente, la Corte concluye quelosjueces de ejecución de penasy medidas deseguridaddeben aplicar
la constitucionalidad condicionada de la expresión "previa valoración de la conducta punible" contenida en
el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, en todos aquellos casos en que tal condicionamiento les sea más
favorable a los condenados". (Negrülas fuera del texto)

En decisión AHP 3201-2019, de fecha 8 de agosto de 2019, la Corte Suprema de Justicia, M.P. Dr.
Eugenio Fernández Carlier, hizo alusión sobre el tópico y refirió que la misma Corporación en
pronunciamiento STP, 27 de enero de 2015, Rad 73123 señaló:

"Tenemos entonces que el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, para conceder el subrogado
penal de la libertad condicional debe, en primer lugar, revisar si la conducta fue considerada como
especialmente grave por el legislador en el artículo 68 A del Código Penal y enjos artículos 26 de la Ley
1121 de 2006 y 199 de 1098 de 2006. Si aplicado ese filtro de gravedad, resulta jurídicamente posible
conceder el subrogado, "eljuez debe verificar, tanto el cumplimiento de los requisitos exigidos por la norma
(...).

Ese criterio jurisprudencial ha orientado las decisiones de los jueces de ejecución de penas - incluida esa
Corporación - y la revisión constitucional de los jueces de tutela. En resumen, la jurisprudencia ha
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aceptado como razonable y ajustado al ordenamiento jurídico, que los jueces de ejecución de -penas y
medidas de seguridad apliquen, en primer lugar, la regla de excepciones y luego de ese primer filtro de la
gravedad de la conducta, por mandato explícito del legislador, procedan a analizar la aplicación de la regla
general. En este segundo momento del análisis los jueces deben tener en cuenta la gravedad de la
conducta, tal comofue valorada en la sentencia condenatoria. No hayvulneración alguna en que ese
elemento subjetivo se convierta en elaspecto central omotivo principal paranegar la solicitud, ello tampoco
constituye una vulneración delprincipio non bis in ídem. (...)

En conclusión, el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad analizará los requisitos para la
procedencia de la libertad condicional previa valoración de la conducta punible, esa facultad no excluye la
evaluación de la gravedad de las acciones u omisiones materializadas por el condenado, tal y como quedó
registrado en elfallo condenatorio". (Negrillas fuera del texto)

En tales condiciones, el juicio que se impone, derivado de la valoración de las condiciones
particulares del condenado, no tiene finalidad distinta que determinar la necesidad de continuar con
el tratamiento penitenciario a partir de su comportamiento carcelario, previa valoración de la
gravedad de la conducta punible, en los términos indicados, según lo preceptúa el citado artículo 64
trascrito.

Es de anotar que, en el presente caso, el respectivo fallador. Juzgado Primero Penal del Circuito
Especializado de Ibagué - Tolúna, calificó y valoró la conducta en la sentencia condenatoria, la cual
de manera incuestionable debe calificarse de extiema gravedad, reflejada en las mismas
circimstancias modales en las que se produjo. Al respecto manifestó;

"... Para este Despacho, los informes de inteligencia suscritos por miembros del DAS, GAULA Y
POLICIA JUDICIAL DAS, en los que en forma clara, precisa y detallada refieren las circunstancias de
tiempo modo y lugar relacionados con las labores de inteligencia que llevaron a dar con el paradero de los
autores materiales e intelectuales del secuestro de TOVAR MEJIA, son medios de prueba dignos de
credibilidad, no solo por provenir de miembros de la autoridadencargada de combatir elflagelo delictual,
quienes en su mayoría los ratificaron en declaraciones rendidas bajo juramento, sino también porque
sirvieron de base para desenmascarar la banda de delincuentes que dese varios sectores de Colombia
planeó, ideó y ejecutó el secuestro del mencionado TOVAR MEJIA, para luego efectuar llamadas a sus
familiares, exigiéndole por la liberación deaquel, una elevada suma de dinero.

(...)
Establecida la materialidad del in suceso, no advertimos asomo de duda respecto a la participación directa
del encartado en el presente averiguatorio, en donde se vislumbra cómo de manera consiente y voluntaria
el señor CARLOS ALBERTO SANCHEZ RIAÑO ha comprometido su responsabilidad frente al
secuestro que no solamente afecta la dignidad y patrimonio de sus víctimas sino que produce secuelas
psicológicas degran trascendencia"

Ahora bien, en pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal - , Rad:
107644. STP15806-2019, M.P. Patricia Salazar Cuellar, de fecha 19 de noviembre de 2019, se sostuvo:

" Por lo anterior, los jueces de ejecución de penas deben velar por la reeducación y la reinserción social de
los penados, como una consecuencia natural de la definición de Colombia como un Estado Social de Derecho
fundado en la dignidad humana, que permite humanizar la pena de acuerdo con el artículo 1 de la
Constitución Política (T-718 de 2015) y evitar criterios retributivos de penas más severas (CSJ SP 27 feb.
2013, rad. 33254).

Finalmente, la Corte Suprema de Justicia estableció, recientemente, que, si bien el juez de ejecución de
penas, en su valoración, debe tener en cuenta la conducta punible, adquiere preponderancia la
participación del condenado en las actividades programadas, como una estrategia de
readaptación social en el proceso de resocialización (CSJ SP 10 Oct. 2018, Rad 50836), pues el objeto
del Derecho Penal en un Estado como el colombiano no es excluir al delincuente del pacto socialsino buscar
su reinserción en el mismo (C-328 de 2016).
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En tal sentido, las Altas Cortes han incorporado criterios de valoración para que la interpretación del
artículo 64 del Código Penal se guíe por los principios constitucionales y del bloque de constitucionalidad,
como bien lo es el principio de interpretación pro homine -también denominado "cláusula defavorabilidad
en la interpretación de los derechos humanos" (C-148/2005, C-186/2006, C-1056/2004 y C-408/1996)-,
para centrarla en aquelloque sea másfavorable al hombre y sus derechos fundamentales consagrados a nivel
constitucional (C-313/2014).

5. En suma, esta Corporación debe advertir que:

i) No puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad condicional la alusión a la lesividad de la
conducta puniblefrente a los bienes jurídicos protegidos por el Derecho Penal, pues ello solo es compatible
con prohibiciones expresasfrente a ciertos delitos, como sucedecon el artículo 68 A del Código Penal.

En este sentido, la valoración no puede hacerse, tampoco, con base en criterios morales para determinar la
gravedad del delito, pues la explicación de las distintas pautas que informan las decisiones de losjueces no
puede hallarse en las diferentes visiones de los valores morales, sino en los principios constitucionales;

ii) La alusión al bienjurídico afectado es solouna de lasfacetas de la conducta punible, como también lo son
las circunstancias de mayor y de menor punibilidad, los agravantes y los atenuantes, entre otras. Por lo que
el juez de ejecución de penas debe valorar, por igual, todas y cada una de éstas;

ni) Contemplada la conducta punible en su integridad, según lo declarado por el juez que profiere
la sentencia condenatoria, éste es solo uno de los distintos factores que dehe tener en cuenta el
juez de ejecución de penas para decidir sobre la libertad condicional, pues este dato debe
armonizarse con el comportamiento del procesado en prisión y los demás elementos útiles que
permitan analizar la necesidad de continuar con la ejecución de la pena privativa de la libertad,
como bien lo es, por ejemplo, la participación del condenado en las actividades programadas en
la estrategia de readaptación social en el proceso de resocialización." (Negrillas fuera de texto)

No pretende este juzgado indicar que es con el aislamiento del delincuente que se borran los efectos
nocivos del delito, pero es indudable que la sociedad percibe un sentimiento de justicia y seguridad
al saber separado de su entorno a quien violó flagrantemente y sin vacilación los bienes jurídicos,
siendo precisamente en estas condiciones en que el tratamiento intramural, no solo tiende a
resocializar al condenado, sino que también está dirigido a proteger a la comxmidad; así que entre el
ius puniendi del Estado y la libertad del delincuente, media la seguridad pública, que resultaría
seriamente amenazada al dejarlo en libertad sin antes haber intentado resocializarlo.

En estas condiciones, la gravedad de la conducta punible constituye un juicio de valor dirigido a
construir el pronóstico de readaptación social, máxime cuando el fin de la ejecución de la pena no
solamente apimta a ima readecuación del comportamiento del individuo para su vida futura en
sociedad, sino también a proteger a la comunidad de hechos atentatorios contra bienes jurídicos
protegidos legalmente, es decir, se itera, dentro del marco de la prevención especial y general, de
manera tal que en cuanto mayor sea la gravedad del delito y la intensidad del grado de
culpabilidad, considerando por supuesto el propósito de resocialización de la ejecución punitiva, el
Estado no puede obviar las necesidades preventivas generales para la preservación del mínimo
social.

El despacho verifica que el comportamiento observado por el recluso en el establecimiento
penitenciario, le ha hecho merecedor del reconocimiento de redención de pena, pero debe acotarse
que dicha circunstancia tan solo impHca que el condenado acata los reglamentos del penal y ha
amoldado por consiguiente su conducta al rigor y disciplina del régimen carcelario, sin que dicha
circunstancia per se desemboque necesariamente en el otorgamiento del sustituto, pues como se
anotó en líneas anteriores, se requiere la confluencia positiva de otros factores que precisamente son
los que fallan en el asunto bajo examen.

En ese orden de ideas, y conforme lo expuesto en precedencia, la valoración legal del
comportamiento ilícito por el que se le sentenció a CARLOSALBERTO SANCHEZ RIAÑO, al igual
que la naturaleza y modalidades del mismo, con fundamento en el estudio del Juzgado fallador, la
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falta de resolución favorable, la inexistencia de arraigo social y famüiar, la no reparación a la
víctima, circtinstancias que hacen necesaria la continuación de la ejecución de la pena intramural, y
que la sanción impuesta debe cumplirse en su totalidad, negándose, por tanto, la Libertad
Condicional impetrada.

En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO VEINTE DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE
SEGURIDAD DE BOGOTA, D.C

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR EL SUBROGADO DE LA LIBERTAD CONDICIONAL al sentenciado
CARLOS ALBERTO SANCHEZ RIANO, de conformidad con lo señalado en la parte motiva de la
presente providencia.

SEGUNDO: REMITIR COPIA de este proveído al reclusorio donde permanece recluido el
sentenciado, para fines de consulta y obre en su respectiva hoja de vida.

TERCERO: Contra la presente decisión proceden los recursos de reposicióny apelación.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE,

Necc/aj

CyáJDIA GUISELLA GUZMÁN CÁRDENAS
/ JUEZ
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